Acción de tutela segunda instancia 
Radicación: 66001 31 87  001 2018  00168 01
 Accionante: Francia Isabel Villán Bolívar  Vs. Colpensiones 
Asunto: Confirma parcialmente la decisión

El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

TEMAS:
DERECHO DE PETICIÓN / CARACTERÍSTICAS / TÉRMINOS PARA RESOLVER SOLICITUDES PENSIONALES.

En la Sentencia T-142 de 2012
, se reiteró lo expresado por la Corte Constitucional en la Sentencia T-377 de 2000, con respecto al derecho de petición, lo siguiente:

“a) El derecho de petición es fundamental y determinante para la efectividad de los mecanismos de la democracia participativa. Además, porque mediante él se garantizan otros derechos constitucionales, como los derechos a la información, a la participación política y a la libertad de expresión. 

“b) El núcleo esencial del derecho de petición reside en la resolución pronta y oportuna de la cuestión, pues de nada serviría la posibilidad de dirigirse a la autoridad si ésta no resuelve o se reserva para sí el sentido de lo decidido. 

“c) La respuesta debe cumplir con estos requisitos: 1. oportunidad 2. Debe resolverse de fondo, clara, precisa y de manera congruente con lo solicitado 3. Ser puesta en conocimiento del peticionario. Si no se cumple con estos requisitos se incurre en una vulneración del derecho constitucional fundamental de petición”.  (…)

Con respecto al término para resolver las solicitudes de pensiones, la Corte Constitucional estableció diferentes supuestos en la sentencia T-208 de 2012, para que la entidad encargada de las pensiones resuelva una solicitud frente a un tema de seguridad social, así:

“(i) 15 días hábiles para todas las solicitudes en materia pensional –incluidas las de reajuste– en cualquiera de las siguientes hipótesis: a) que el interesado haya solicitado información sobre el trámite o los procedimientos relativos a la pensión; b) que la autoridad pública requiera para resolver sobre una petición de reconocimiento, reliquidación o reajuste un término mayor a los 15 días, situación de la cual deberá informar al interesado señalándole lo que necesita para resolver, en qué momento responderá de fondo a la petición y por qué no le es posible contestar antes; c) que se haya interpuesto un recurso contra la decisión dentro del trámite administrativo”…
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TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE PEREIRA - RISARALDA

SALA DE DECISIÓN PENAL

M.P. JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Pereira, veinte (20) de febrero de dos mil diecinueve (2019)
Aprobado por Acta No.0174
Hora: 3:40 p.m.
1. ASUNTO A DECIDIR
Corresponde a la Sala resolver la impugnación presentada por Unidad Administrativa Especial de Gestión Pensional y Contribuciones Parafiscales de la Protección Social UGPP frente al fallo emitido el 3 de enero de 2019 por el Juzgado 1º de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de esta ciudad, dentro de la tutela presentada por la apoderada judicial de la señora Francia Isabel Villán Bolívar en contra de COLPENSIONES y la UGPP.

2. RESUMEN DE LOS HECHOS
2.1.  El 17 de noviembre de 2017 la señora Francia Isabel Villán Bolívar radicó un derecho de petición ante COLPENSIONES tendiente a que esa entidad continuara cancelando su pensión de vejez, lo cual fue resuelto mediante la Resolución SUB75482 del 21 de marzo de 2018 en la que COLPENSIONES declaró su falta de competencia para realizar dicho trámite y en tal virtud, ordenó la remisión del expediente pensional a la UGPP, sin que a la fecha de la presentación de esta acción constitucional hubiera recibido respuesta.

La accionante solicitó la protección de sus derechos fundamentales de petición y al debido proceso administrativo y se ordenara a la UGPP que se pronunciara frente a su petición pensional.

2.2.  Se tuvieron como pruebas las allegadas con la demanda de tutela (Fls. 7-14)

3. RESPUESTAS A LA DEMANDA DE TUTELA

3.1. UGPP

Indicó que la señora Villán Bolívar no tiene vinculación alguna con esa entidad, toda vez que revisada las bases de datos de la entidad, no se encontró el expediente pensional remitido por COLPENSIONES, tal como lo asegura la misma y como lo indica el acto administrativo SUB75482 del 21 de marzo de 2018.  Por lo tanto, consideró que no se están vulnerando los derechos invocados por la accionante.
Señaló como excepciones a la demanda de tutela la falta de legitimación en la causa por pasiva, toda vez que corresponde a COLPENSIONES absolver la solicitud de la actora e inexistencia de nexo causal entre la presunta violación de derechos fundamentales y la UGPP.

Solicitó que se desvincule a la UGPP de este trámite por cuanto las pretensiones de la accionante no están llamadas a prosperar en contra de la UGPP (Fls. 18-20).

3.2. 
COLPENSIONES respondió luego de que se emitiera el fallo de primer grado; de tal manera, que no se tendrá en cuenta la misma, por ser extemporánea (Fls. 49-54))
4. DECISIÓN DE PRIMERA INSTANCIA

Mediante sentencia del 3 de enero de 2019 el Juzgado 1º de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira decidió tutelar el derecho fundamental de petición a la señora Francia Isabel Villán Bolívar, consecuentemente, ordenó a COLPENSIONES que en el término de 48 horas, en caso de no haberlo hecho, remitiera el expediente pensional de la accionante a la UGPP para que esta en el mismo término señalado, respondiera la petición de reconocimiento y pago de la pensión compartida (Fls. 26-28).
La UGPP fue notificada del fallo anterior a través de correo electrónico el 10 de enero de 2019 (Fl. 29 vuelto).
5. SINOPSIS DE LA IMPUGNACIÓN

Dentro del término para presentar la impugnación de primera instancia, el 14 de enero de 2019, la UGPP manifestó su inconformidad frente a lo considerado por el juez de primera instancia, al considerar irrisorio el término de 48 horas concedido para dar una respuesta a la solicitud pensional de la accionante, ya que se requiere efectuar un estudio jurídico de fondo con el fin de determinar si efectivamente son o no competentes para resolverla y si la actora tiene derecho a la pensión reclamada.

Consideró que no se tuvo en cuenta que la UGPP no vulneró derechos fundamentales a la actora, por la negligencia u olvido de COLPENSIONES al no haber enviado el expediente pensional para resolver el derecho pensional dentro el término legal, pues lo que no resolvieron en 13 meses, se prentende que la UGPP lo haga en 48 horas, sin respetar los tiempos que en materia pensional corresponden, que para el caso es de 4 meses.

Indicó que una vez radicada la solicitud pensional, la UGPP deberá someter la documentación aportada a los trámites de validación y verificación de la misma, con  el fin de garantizar su idoneidad y legalidad para tener la convicción de emitir un acto administrativo en derecho bajo el rigor de la normatividad pensional aplicable, por lo tanto, emitir una respuesta de fondo sin el lleno de los requisitos por acatar una decisión judicial, se pondrían en riesgo los recursos del sistema los cuales son muy limitados.

Reiteró las excepciones a la demanda de tutela,  a las que había hecho referencia en la respuesta a la misma con el fin de solicitar que se revoque el fallo y en su lugar, se  desvincule a la UGPP de este trámite (Fls. 31-34).
6. CONSIDERACIONES DE LA SALA

6.1. Esta Sala es competente para conocer de la presente acción, de conformidad con lo establecido en el artículo 32 del Decreto 2591 de 1991 reglamentario del artículo 86 de la C.N. A su vez se cumplen los requisitos de legitimación por activa y por pasiva, previstos en los artículos 10 y 13 del Decreto 2591 de 1991. 

6.2. Problema jurídico y solución al caso en concreto

6.2.1. Le corresponde determinar a esta Corporación si la decisión adoptada por la Juez Segunda Penal del Circuito de Pereira fue acorde a los preceptos legales y constitucionales o si por el contrario hay lugar a revocarla, con base en los argumentos expuestos por el impugnante.

6.3. Para arribar a cualquier conclusión, debe señalarse que la Constitución Política Colombiana consagró la acción de tutela en el artículo 86 como un derecho que tiene toda persona para reclamar ante los jueces, en todo momento y lugar, mediante un procedimiento preferente y sumario, por si misma o por quien actúe a su nombre la protección inmediata de sus derechos constitucionales fundamentales, cuando quiera que éstos resulten vulnerados o amenazados por la acción u omisión de cualquier autoridad pública, o de particulares en su caso, protección que consistirá en una orden para que aquel respecto de quien se solicita la tutela, actúe o se abstenga de hacerlo, fallo que será de inmediato cumplimiento; pero esta acción sólo es procedente cuando el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que ella se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable.

6.4.  Sobre el derecho de petición consagrado en el artículo 23 de la norma superior, comprende la posibilidad de presentar peticiones respetuosas ante las autoridades, facultad que está garantizada con la obligación que a éstas les asiste de dar trámite a la solicitud, sin que exista argumento alguno para negar su admisión o iniciar los trámites necesarios para dar la respuesta, la cual debe ser oportuna y emitida dentro de los términos legales dispuestos en el ordenamiento jurídico. La petición debe ser resuelta de fondo, refiriéndose de manera concreta a los asuntos planteados y comunicando prontamente lo decidido, independientemente de que la respuesta sea favorable o adversa a los intereses del peticionario.  En la Sentencia T-142 de 2012
, se reiteró lo expresado por la Corte Constitucional en la Sentencia T-377 de 2000, con respecto al derecho de petición, lo siguiente:

“a) El derecho de petición es fundamental y determinante para la efectividad de los mecanismos de la democracia participativa. Además, porque mediante él se garantizan otros derechos constitucionales, como los derechos a la información, a la participación política y a la libertad de expresión. 
b) El núcleo esencial del derecho de petición reside en la resolución pronta y oportuna de la cuestión, pues de nada serviría la posibilidad de dirigirse a la autoridad si ésta no resuelve o se reserva para sí el sentido de lo decidido. 
c) La respuesta debe cumplir con estos requisitos: 1. oportunidad 2. Debe resolverse de fondo, clara, precisa y de manera congruente con lo solicitado 3. Ser puesta en conocimiento del peticionario. Si no se cumple con estos requisitos se incurre en una vulneración del derecho constitucional fundamental de petición. 
d) Por lo anterior, la respuesta no implica aceptación de lo solicitado ni tampoco se concreta siempre en una respuesta escrita.
e) Este derecho, por regla general, se aplica a entidades estatales, esto es, a quienes ejercen autoridad. Pero, la Constitución lo extendió a las organizaciones privadas cuando la ley así lo determine.
f) La Corte ha considerado que cuando el derecho de petición se formula ante particulares, es necesario separar tres situaciones: 1. Cuando el particular presta un servicio público o cuando realiza funciones de autoridad. El derecho de petición opera igual como si se dirigiera contra la administración. 2. Cuando el derecho de petición se constituye en un medio para obtener la efectividad de otro derecho fundamental, puede protegerse de manera inmediata. 3. Pero, si la tutela se dirige contra particulares que no actúan como autoridad, este será un derecho fundamental solamente cuando el Legislador lo reglamente.
g) En relación con la oportunidad de la respuesta, esto es, con el término que tiene la administración para resolver las peticiones formuladas, por regla general, se acude al artículo 6º del Código Contencioso Administrativo que señala 15 días para resolver. De no ser posible, antes de que se cumpla con el término allí dispuesto y ante la imposibilidad de dar una respuesta en dicho lapso, la autoridad o el particular deberá explicar los motivos y señalar el término en el cual se realizará la contestación. Para este efecto, el criterio de razonabilidad del término será determinante, puesto que deberá tenerse en cuenta el grado de dificultad o la complejidad de la solicitud. Cabe anotar que la Corte Constitucional ha confirmado las decisiones de los jueces de instancia que ordenan responder dentro del término de 15 días, en caso de no hacerlo, la respuesta será ordenada por el juez, dentro de las cuarenta y ocho (48) horas siguientes.
h) La figura del silencio administrativo no libera a la administración de la obligación de resolver oportunamente la petición, pues su objeto es distinto. El silencio administrativo es la prueba incontrovertible de que se ha violado el derecho de petición.

i) El derecho de petición también es aplicable en la vía gubernativa, por ser ésta una expresión más del derecho consagrado en el artículo 23 de la Carta. Sentencias T-294 de 1997 y T-457 de 1994.

En consecuencia, ha entendido la jurisprudencia de la Corte que, se vulnera el derecho fundamental de petición al omitir dar resolución pronta y oportuna de la cuestión. Esto ocurre cuando se presenta una de dos circunstancias: “(i) que al accionante no se le permita presentar petición, o (ii) que exista presentación de una solicitud por parte del accionante. En este sentido, la vulneración del derecho de petición se presentará o bien por la negativa de un agente de recibir la respectiva petición o frustrar su presentación – circunstancia (i)-; o bien que habiendo presentado una petición respetuosa no ha obtenido respuesta, o que la solicitud presentada no fue atendida debidamente –circunstancia (ii).”

En lo que tiene que ver con la segunda circunstancia, referente a la falta de respuesta por parte de la entidad, la jurisprudencia constitucional, ha establecido que el derecho de petición supone un resultado, que se manifiesta en la obtención de la pronta resolución de la petición.

Sin embargo, se debe aclarar que el derecho de petición no implica una prerrogativa en virtud de la cual, el agente que recibe la petición se vea  obligado a definir favorablemente las pretensiones del solicitante, razón por la cual no se debe entender conculcado este derecho cuando la autoridad responde oportunamente al peticionario, aunque la respuesta sea negativa.”

6.7. De las pruebas que obran dentro del expediente, se observa que COLPENSIONES resolvió mediante el acto administrativo SUB75482 del 21 de marzo de 2018, declarar la falta de competencia para el reconocimiento y pago de la pensión de vejez solicitada por la señora Francia Isabel Villán Bolívar y ordenó la remisión del expediente pensional de la actora a la UGPP (Fls. 9-13), sin que obre constancia del envío del expediente referido a la UGPP y por tal razón, el  juez de primer nivel ordenó a COLPENSIONES que en el término de las 48 horas siguientes a la notificación del fallo enviara el proceso de la accionante a la UGPP para que esta, dentro del término de las mismas 48 horas, respondieran la solicitud a la actora. 
6.8.  Con respecto al término para resolver las solicitudes de pensiones, la Corte Constitucional estableció diferentes supuestos en la sentencia T-208 de 2012, para que la entidad encargada de las pensiones resuelva una solicitud frente a un tema de seguridad social, así:

“(i) 15 días hábiles para todas las solicitudes en materia pensional –incluidas las de reajuste– en cualquiera de las siguientes hipótesis: a) que el interesado haya solicitado información sobre el trámite o los procedimientos relativos a la pensión; b) que la autoridad pública requiera para resolver sobre una petición de reconocimiento, reliquidación o reajuste un término mayor a los 15 días, situación de la cual deberá informar al interesado señalándole lo que necesita para resolver, en qué momento responderá de fondo a la petición y por qué no le es posible contestar antes; c) que se haya interpuesto un recurso contra la decisión dentro del trámite administrativo. 

 “(ii) 4 meses calendario para dar respuesta de fondo a las solicitudes en materia pensional, contados a partir de la presentación de la petición, con fundamento en la aplicación analógica del artículo 19 del Decreto 656 de 1994 a los casos de peticiones elevadas a Cajanal;

“(iii) 6 meses para adoptar todas las medidas necesarias tendientes al reconocimiento y pago efectivo de las mesadas pensionales, ello a partir de la vigencia de la Ley 700 de 2001. 

“Cualquier desconocimiento injustificado de dichos plazos legales, en cualquiera de las hipótesis señaladas, acarrea la vulneración del derecho fundamental de petición. Además, el incumplimiento de los plazos de 4 y 6 meses respectivamente amenaza la vulneración del derecho a la seguridad social.”
.

Así las cosas, es claro que cuando a la entidad encargada de pensiones se le solicita el reconocimiento de dicha prestación, ella tiene cuatro meses para dar respuesta a la solicitud de fondo, y en todo caso seis meses para tomar las medidas necesarias para empezar a pagar las mesadas pensionales. Es clara la jurisprudencia al establecer que el desconocimiento de dichos términos, no sólo acarrea la vulneración del derecho fundamental de petición, sino también del derecho a la seguridad social, al mínimo vital y a la vida digna; por lo cual a partir de ese entonces, se vuelve procedente el amparo constitucional
.  
En conclusión, en virtud de artículo 23 Superior, las personas tienen el derecho de presentar peticiones respetuosas a la administración y a recibir una respuesta que llene los requisitos planteados por la jurisprudencia en la materia. Dicho derecho cobija las solicitudes que se hagan en materia pensional, frente a las cuales la entidad tiene cuatro meses para dar una respuesta de fondo. Cuando dicho plazo se incumple, no sólo se vulnera el derecho de petición, sino que también se ponen en riesgo los derechos al mínimo vital, a la vida digna y a la seguridad social, frente a lo cual debe entrar el juez constitucional a proteger a la persona.”  (Subrayas nuestras)
6.10. En el presente caso existe un hecho cierto, indiscutible y probado de vulneración del derecho de petición a la señora Francia Isabel Villán Bolívar atribuible en principio a COLPENSIONES al no haber enviado el expediente pensional a la UGPP dentro de un término prudencial para que la UGPP informara a la accionante sobre el trámite o el procedimiento relativo a su pensión.  Por lo tanto, la Sala considera que la UGPP cuenta con un plazo más amplio que el de las 48 horas dispuesto en el fallo de primer grado para absolver las inquietudes de índole pensional a la accionante.  De tal manera, que esta Sala con fundamento en el precedente jurisprudencial antes relacionado aclarará la orden dada por el A quo en el numeral segundo de la providencia que se revisa y dispondrá que la UGPP cuenta con 15 días para que informe a la accionante lo relacionado a su pensión compartida 

DECISIÓN

Con base en lo expuesto en precedencia, la Sala de Decisión Penal del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por mandato de la Constitución y la ley,  

RESUELVE

PRIMERO: CONFIRMAR PARCIALMENTE la sentencia proferida el 3 de enero de 2019 por el Juzgado 1º de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira dentro de la acción de tutela interpuesta por la apoderada judicial de la señora Francia Isabel Villán  Bolívar  en contra de la UGPP y COLPENSIONES. En el entendido de aclarar que la UGPP cuenta con un término de quince (15) días hábiles, a partir de que reciba el expediente de la señora Francia Isabel Villán Bolívar, para que le informe a la misma sobre el trámite o el procedimiento relativo a su solicitud pensional. 
SEGUNDO: Notificar a las partes por el medio más expedito posible y remitir la actuación a la Honorable Corte Constitucional, para su eventual revisión.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Magistrado

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado
� M.P. Dr. Alejandro Martínez Caballero 


� M.P. Dr. Alejandro Martínez Caballero 


� SU- 975 de 2003. 


� T-1128 de 2008.
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